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JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL 
PALMIRA – VALLE DEL CAUCA 

 
 
 

Sentencia n°.  065 
 

Palmira, Valle del Cauca, mayo quince (15) de dos mil veintitrés (2023) 
 
 

Proceso:          Acción de tutela 
Accionante:     Diana Faisury Villa Ramírez – C.C. Núm. 38.553.384 

Accionado(s):  E.P.S. Coosalud  

Radicado:       76-520-40-03-002-2023-00149-00 

 
 

I. Asunto 
 
Procede el Despacho a proferir el fallo que resuelva la acción de tutela instaurada 
por DIANA FAISURY VILLA ARAMÍREZ, identificada con cédula de ciudadanía número 
38.553.384, actuando en causa propia, contra la E.P.S. COOSALUD, a través de su 
representante legal o por quien haga sus veces, por la presunta vulneración de sus 
derechos fundamentales derecho al mínimo vital, vida digna y derecho de los niños. 
 
 

II. Antecedentes 
 

1. Hechos. 
 
Informa la accionante que se encuentra afiliada a EPS COOSALUD, donde ha sido 
tratada por un diagnóstico: “HISTEROCTOMIA TOTAL POR LAPAROOMIA -SALPINGECTOMIA BILATERAL POR 

LAPAROTOMIA”, razón por la cual, el 16 de septiembre de 2022, fue intervenida 
quirúrgicamente, siendo otorgada incapacidad por 30 días. La cual fue negada por 
la EPS por mora en el pago de los aportes, situación que le ha generado afectaciones 
a su mínimo vital y el de su familia. 
 
 

2. Pretensiones. 
 
Por lo anterior, solicitó que se ordene a la E.P.S. COOSALUD, el pago de dicho 
subsidio de incapacidad. 

 
 

3. Trámite impartido. 
 
El despacho mediante proveído 926 de 3 de mayo de 2023, procedió a su admisión, 
ordenando la vinculación de las entidades: MINISTERIO DE TRABAJO; HOSPITAL 
SAN JUAN DE DIOS e IDEAL CONSTRUCCIONES INGENIERIA, así mismo, se dispuso 
la notificación del ente accionado y   vinculados, para   que   previo traslado del 
escrito   de   tutela se pronunciaran sobre los hechos y ejercieran su derecho de 
defensa en el término de tres (3) días, comunicándose por el medio más expedito. 
 
 

4. Material probatorio. 
 
Se tienen como pruebas aportadas con la demanda las siguientes: 
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- Cédula de ciudadanía DIANA FAISURY VILLA RAMÍREZ 
- Historia Clínica 
- Incapacidad 
- Formato negación incapacidad 

 
 

5. Respuesta de la accionada y vinculadas. 

 
El Director y Representante Legal del Hospital San Juan de Dios, afirma que la señora 
DIANA FAISURY VILLA RAMÍREZ, se encuentra afiliada a EPS COOSALUD, activa- 
régimen subsidiado, es por ello que solicita su desvinculación al no ser el competente 
para el pago del subsidio de incapacidad que reclama la actora.  
 
El Inspector de Trabajo, asegura: “Ni me niego ni me opongo a que se conceda el amparo constitucional 

deprecado por el accionante, dado que de ninguno de los hechos ni de las pretensiones invocadas se desprende mención 
alguna en contra del Ministerio de Trabajo – Dirección Territorial Valle del Cauca, igualmente le informo que el petitum no 
hace alusión a trámite alguno que se haya surtido por las partes ante la mencionada autoridad administrativa, se debe destacar 
que por expresa disposición legal -artículo 486 del Código Sustantivo del Trabajo- la entidad que representó no es competente 
para declarar derechos individuales ni definir controversias cuya decisión como lo es en el presente caso esta atribuida 
exclusivamente a la Justicia Ordinaria”.  

 
El Gerente y Apoderado Especial de la Sucursal Valle de EPS COOSALUD, informa, 
que la señora DIANA FAISURY VILLA RAMÍREZ, se encuentra afiliada a la E.P.S. 
COOSALUD, en el régimen subsidiado. Respecto del caso concreto asegura que: “Se 

revisa la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas a nombre de la afiliada VILLA RAMIREZ DIANA FAISURY CC 
38553384 e informamos que se encuentra en estado negada debido a que el pago de la cotización correspondiente al periodo 
del evento (septiembre 2022) se realizó de forma extemporánea. El aportante NIT. 901486261 IDEAL CONSTRUCCIONES E 
INGENIERIA S.A.S., teniendo en cuenta los últimos dos dígitos del NIT para el mes del evento debió realizar sus aportes hasta 
el día 14 de septiembre/2022 y el pago fue realizado por el aportante en fecha 15 de septiembre/2022, es decir se realizó 
extemporáneo, para que pueda ser reconocidas las prestaciones económicas al momento de ocurrido el evento el aportante 
debió haber realizado los pagos en los tiempos correctos”. 

 
 

III.    Consideraciones 
 

a. Procedencia de la acción 
 

Como condición previa es necesario examinar si se dan en el caso bajo estudio los 
presupuestos procesales para dictar el fallo. 
 
Competencia 
 
Este Despacho es competente para conocer en primera instancia de la presente 
Acción de Tutela, de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política de 
Colombia, por los Decreto 2591 de 1991 y 333 de 6 de abril de 2021, en atención a 
la naturaleza jurídica de la entidad accionada. 

 
Legitimación de las partes:  

 
En el presente caso, la señora DIANA FAISURY VILLA RAMÍREZ, quien actúa en 
nombre propio, es el titular del derecho presuntamente vulnerado con la actuación 
de la entidad accionada, razón por la cual, se encuentra legitimado para impetrar 
esta acción (C.P. art. 86º, Decreto 2591/91 art. 1º). 
 
La acción está dirigida en contra de la E.P.S. COOSALUD, a través de su 
representante legal, por lo que, al tratarse de entidad perteneciente al Sistema 
General de Seguridad Social, a la que presuntamente se le atribuye la vulneración 
de los derechos fundamentales en discusión, al tenor de lo dispuesto en el numeral 
2° del Artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela procede en su 
contra.   
 
Inmediatez:  



RADICADO: 
PROCESO: 

76-520-40-03-002-2023-00149-00 
ACCIÓN DE TUTELA 

3 

 

 

La regla general establecida en el artículo 86 de la Constitución y en el artículo 1 del 
Decreto 2591 de 1991, señala que la acción de tutela puede ser propuesta “en todo 
momento y lugar”. No obstante, la Corte Constitucional ha establecido que la 
solicitud de amparo debe ser propuesta dentro de un plazo razonable posterior a la 
violación de los derechos fundamentales, como se dispuso en la Sentencia SU-961 
de 1999 al señalar que “La tutela debe interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo 

está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser procedente en cada caso concreto. De acuerdo con los 
hechos, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, de tal modo 
que no se vulneren derechos de terceros”. 

 
Este Despacho considera que el requisito de inmediatez se encuentra satisfecho en 
el caso objeto de estudio, toda vez que la acción de tutela fue interpuesta dentro de 
un tiempo razonable y prudente. 
 
Subsidiariedad:  

 
El inciso tercero del artículo 86 de la Constitución establece el carácter subsidiario 
de la acción de tutela al señalar, que “Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. En 
desarrollo de la norma constitucional, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 
de 1991 reiteró que el amparo no procedería “Cuando existan otros recursos o medios de defensa 

judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, agregando, 
además, que la eficacia del medio de defensa debe ser apreciada en concreto, 
atendiendo a las circunstancias del caso. Dentro de esta comprensión se ha aceptado 
la procedencia definitiva del amparo en aquellas situaciones en las que, existiendo 
recursos judiciales, los mismos no sean idóneos para evitar la vulneración del 
derecho fundamental. 
 
De acuerdo con el sistema normativo Colombiano, los recursos ordinarios aptos para 
ventilar las pretensiones de índole económica, específicamente las tendientes a 
obtener el pago del subsidio de incapacidades laborales son, la solicitud ante la 
Superintendencia Nacional de Salud, en virtud de su función jurisdiccional, o en su 
defecto, la acción laboral ante el juez natural de la jurisdicción ordinaria. De esta 
manera la Corporación Constitucional1 ha dejado por sentado: “(…) Por una parte, la Corte ha 

proferido decisiones en las que ha afirmado que no podía entenderse desplazada la competencia principal del juez de tutela 
para garantizar la protección directa e imperativa del derecho fundamental a la salud, especialmente en los casos en los que 
se invocaba la protección del acceso efectivo al servicio. Tales providencias indicaban que no era posible predicar 
indistintamente la prevalencia del recurso jurisdiccional existente ante la Superintendencia de Salud en conflictos de 
multiafiliación y relacionados con la solicitud de pago de prestaciones económicas, así como en los que envolvían el acceso a 
actividades o procedimientos médicos2. 1. Por otra parte, este Tribunal ha estimado3 que el mecanismo jurisdiccional ante la 
Superintendencia Nacional de Salud tiene carácter principal en las controversias referidas a los asuntos que son competencia 
de dicha entidad, mientras que el juez de tutela reviste una competencia residual y subsidiaria4. En armonía con este 
entendimiento, ha precisado que, en algunos casos, el procedimiento ante la Superintendencia Nacional de Salud es idóneo y 
eficaz para garantizar los derechos fundamentales invocados. Por ende, ha declarado la improcedencia de la acción de tutela 
cuando los peticionarios omitían agotar dicho trámite5. En otros casos, pese a reconocer el carácter principal y prevalente del 
mecanismo jurisdiccional ante dicha autoridad administrativa, ha considerado que no es idóneo o eficaz para el caso concreto6, 
por estimar que no puede utilizarse dicho medio judicial en eventos en los que se requiere la protección urgente de los 
derechos fundamentales invocados o que concurran circunstancias particulares que hagan imperativa la intervención del juez 
constitucional7. En este sentido, la Corte había dicho que al momento de analizar la eficacia e idoneidad del mecanismo 
jurisdiccional ante la Superintendencia Nacional de Salud, el juez constitucional debía considerar las siguientes reglas: (i) 
primero, el procedimiento ante la Superintendencia se debía considerar como principal y prevalente para resolver los asuntos 
asignados a su competencia por la Ley 1122 de 2007, modificada por la Ley 1438 de 2011, entre los que se encuentran el 
pago de prestaciones económicas a cargo de las entidades promotoras de salud y del empleador8; (ii) segundo, cuando la 
tutela se considerara como residual, el juez debía analizar la idoneidad y eficacia del mecanismo jurisdiccional ante la 
Superintendencia con especial atención de las circunstancias particulares que concurrían en el caso concreto9. No obstante, 
lo anterior, a criterio de esta Sala de Revisión, la determinación de la idoneidad y la eficacia del mecanismo de protección de 
los derechos de los usuarios del SGSSS a cargo de la Superintendencia de Salud debe tomar en consideración los elementos 
de juicio recolectados en el marco del seguimiento que ha realizado esta Corporación a la Sentencia T-760 de 200810, a 
través de su Sala Especial de Seguimiento. 1. Por medio de Auto 668 del 201811, la Corte Constitucional citó a Audiencia 
Pública en el marco del seguimiento de la Sentencia T-760 de 2008, a diferentes entidades y personas responsables del 
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sistema de salud y a expertos en la materia. Ello, con el fin de evidenciar las problemáticas estructurales que presenta dicho 
sistema y encontrar soluciones sustanciales y definitivas que permitan avanzar en la efectiva superación de los obstáculos 
para el goce efectivo del derecho a la salud en Colombia. 2. La diligencia celebrada el 6 de diciembre de 2018 contó con la 
presencia del Superintendente de Salud, quien señaló entre otras cosas que: (i) para la entidad, en general, es imposible 
proferir decisiones jurisdiccionales en los 10 días que les otorga como término la ley; (ii) por lo anterior, existe un retraso de 
entre dos y tres años para solucionar de fondo las controversias conocidas por la entidad en todas sus sedes, especialmente 
las de carácter económico, que son su mayoría y entre las que se encuentran la reclamación de licencias de paternidad12; (iii) 
en las oficinas regionales la problemática es aún mayor13, pues la Superintendencia no cuenta con la capacidad logística y 
organizativa para dar solución a los problemas jurisdiccionales que se le presentan fuera de Bogotá, ya que carece de personal 
especializado suficiente en las regionales y posee una fuerte dependencia de la capital14. 3. En consecuencia, es posible 
concluir que, de conformidad con lo expresado por el Superintendente de Salud a la Sala Plena de la Corte Constitucional, la 
entidad tiene una capacidad administrativa limitada respecto de sus facultades jurisdiccionales para resolver los conflictos que 
se le presentan de conformidad con lo establecido en la Ley. Por lo tanto, mientras persistan dichas dificultades y de 
conformidad con las circunstancias concretas del caso estudiado, el mecanismo jurisdiccional ante la 
Superintendencia de Salud no es un medio idóneo y eficaz para la protección inmediata de derechos 
fundamentales de los usuarios del SGSSS, razón por la cual la acción de tutela es el medio eficaz para proteger 

los derechos fundamentales invocados por el accionante (…) (Se destaca).  
 
Por lo anterior, en principio, dicha reclamación quedaría comprendida dentro de las 
facultades jurisdiccionales de la Superintendencia Nacional de Salud, en virtud de lo 
dispuesto en el literal b) del artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, pues si bien, la 
Corte Constitucional en su último pronunciamiento relacionado párrafos pretéritos, 
estableció que el recurso jurisdiccional a cargo de la Superintendencia de Salud, 
como el recurso judicial propio de la jurisdicción ordinaria, carece de idoneidad y 
eficacia para exigir la protección de las garantías constitucionales, lo cierto es que 
dejó por sentado que la intervención de juez constitucional se debía al caso en 
concreto. En otros términos, las discusiones que versan sobre el reconocimiento y 
pago de prestaciones económicas, como son los subsidios de incapacidad, deben ser 
controvertidas en principio en el natural espacio de debate de la jurisdicción laboral 
o contencioso administrativa, o ante la Superintendencia Nacional de Salud, según 
el caso, y sólo de manera excepcional a través de la acción de tutela, siempre y 
cuando, el medio de defensa judicial previsto en el ordenamiento jurídico, apreciado 
en concreto, no resulte eficaz para la protección del derecho fundamental invocado 
– como el mínimo vital-, y que las circunstancias específicas del caso hagan necesaria 
la intervención del juez de tutela. 
 
Así las cosas, en el presente asunto, esta judicatura considera que, para este caso 
concreto, la acción de tutela interpuesta resulta procedente. Lo anterior, debido a 
que tanto el recurso jurisdiccional a cargo de la Superintendencia de Salud, como el 
recurso judicial propio de la jurisdicción ordinaria, carecen de idoneidad y eficacia 
para exigir la protección de las garantías constitucionales denunciadas como 
vulneradas, de lo contrario, puede implicar una afectación grave de los derechos 
fundamentales de la tutelante, toda vez que en su escrito tutelar, manifiesta que 
dicho subsidio reemplaza la remuneración mínima vital móvil, razones más que 
suficientes para que el Juez Constitucional estudie en asunto en cuestión.  
 
 

b. Problema jurídico a resolver 
 
Corresponde a esta instancia determinar dos problemas jurídicos, así: ¿La E.P.S. 
COOSALUD, ha vulnerado el derecho fundamental al mínimo vital de la señora 
DIANA FAISURY VILLA RAMÍREZ, como consecuencia del no pago del subsidio de 
incapacidad comprendido entre el 17/09/2022 al 15/10/2022, por 30 días? 
 
 

c. Tesis del despacho 
 
Considera el despacho que en el presente amparo, si existe una vulneración grave 
del derecho fundamental del mínimo vital y móvil, que permite excepcionalmente la 
procedencia de la acción de tutela, atendiendo a las circunstancias especiales de la 
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accionante, que hace que la intervención del juez constitucional se haga necesaria 
e inminente, pues el reconocimiento económico de los subsidios de incapacidad que 
hoy se reclama, remplaza la remuneración mínima vital de la accionante DIANA 
FAISURY VILLA RAMÍREZ, amén de que la E.P.S. no consumó las actuaciones que 
con ocasión a la mora debía realizar, allanándose a la misma. Razón por la cual 
habrá de concederse la acción de tutela de conformidad con la jurisprudencia 
nacional vigente y bajo los argumentos que se expondrán con posterioridad. 
 
 

d. Fundamentos jurisprudenciales 
 
Procedimiento y obligados al pago de incapacidades laborales, cuando se 
trata de enfermedad de origen común15 

 
La Corporación Constitucional en sentencia T-333 de 2013, resumió las mentadas 
disposiciones para clarificar las entidades a quienes les corresponde cancelar el 
subsidio de incapacidad por enfermedad general hasta los 180 días, tal como se 
peticiona en esta acción de tutela, así: “(…) 4.2. El primer referente normativo sobre el reconocimiento y 

pago de las incapacidades laborales ocasionadas por enfermedad no profesional se encuentra en el artículo 227 del Código 
Sustantivo del Trabajo, que consagra el derecho del trabajador a obtener de su empleador un auxilio monetario hasta por 180 
días, en caso de incapacidad comprobada para desempeñar sus labores. Con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, 
dicha tarea quedó en manos de las entidades encargadas de asegurar las contingencias en materia de seguridad social. El 
artículo 206 dispuso que el régimen contributivo asumiría el reconocimiento de “las incapacidades generadas en enfermedad 
general, de conformidad con las disposiciones legales vigentes”, y autorizó a las EPS para subcontratar el cubrimiento de esos 
riesgos con compañías aseguradoras.  En esa dirección, y en concordancia con lo previsto en el Decreto 1049 de 1999, 
reglamentario de la Ley 100 de 1993, se ha entendido que el empleador es responsable del pago de las incapacidades laborales 
de origen común iguales o menores a tres días y que las EPS cubren las que se causen desde entonces y hasta el día 180, a 
menos que el empleador no haya afiliado a su trabajador al SGSSI o haya incurrido en mora en las cotizaciones sin que la EPS 
se hubiera allanado a ella, en cuyo caso las incapacidades correrán por su cuenta (…)”. 
 
Por consiguiente, en las hipótesis reseñadas, de incapacidad por enfermedad 
general, el encargado de cubrirla por el primer período, menor a 3 días es el 
empleador. A partir de allí y hasta los 180 días, la responsable de cancelar ese monto 
es la respectiva Entidad Prestadora de Salud. Con todo, en obediencia a lo 
establecido por el artículo 12116 del Decreto Ley 019 de 2012, corresponde al 

empleador, de manera directa, reclamar ante la E.P.S. el reconocimiento de las 
incapacidades que el trabajador le ponga en conocimiento. 
 
El procedimiento y la competencia para el pago de dichas incapacidades que 
sobrepasan los 180 días, en lo relacionado con la calificación de invalidez, la misma  
Corporación Constitucional en la sentencia T-401 de 2017 recapituló las reglas para 
el reconocimiento y pago de incapacidades laborales por enfermedad común, desde 
el día 1 hasta el día 540, así: “(…) (i)  Los primeros dos días de incapacidad el empleador deberá asumir el 

pago del auxilio correspondiente. (ii) Desde el tercer día hasta el día 180 de incapacidad, la obligación de sufragar las 
incapacidades se encuentra a cargo de las EPS. (iii) A partir del día 180 y hasta el día 540 de incapacidad, la prestación 
económica corresponde, por regla general, a las AFP, sin importar si el concepto de rehabilitación emitido por la entidad 
promotora de salud es favorable o desfavorable. (iv) No obstante, existe una excepción a la regla anterior. Como se indicó 
anteriormente, el concepto de rehabilitación debe ser emitido por las entidades promotoras de salud antes del día 120 de 
incapacidad y debe ser enviado a la AFP antes del día 150. Si después de los 180 días iniciales las EPS no han expedido el 
concepto de rehabilitación, serán responsables del pago de un subsidio equivalente a la incapacidad temporal, con cargo a 
sus propios recursos hasta tanto sea emitido dicho concepto (…)”. 

 
De este modo, es claro que la AFP debe asumir el pago de incapacidades desde el 
día 181 al 540, a menos que la EPS haya inobservado sus obligaciones, como se 
explicó previamente. 
 
 

e. Caso concreto:   
 
En el asunto bajo examen, éste despacho pudo constatar que, la señora DIANA 
FAISURY VILLA RAMÍREZ, actuando a nombre propio, solicita el amparo de los 
derechos fundamentales a la vida digna y mínimo vital, con el fin que, se ordene a 
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la E.P.S. COOSALUD, reconozca y pague la incapacidad requerida, situación que le 
ha causado perjuicios, por cuanto dichos auxilios constituye su único ingreso.   
 
Sobre el particular, se tiene que, efectivamente la empresa IDEAL 
CONSTRUCCIONES INGENIERIA, radicó la incapacidad correspondiente al periodo: 
17/09/2022 al 15/10/2022, por 30 días, medida que fue ordenada por su médico 
tratante.   
 
Por su parte E.P.S., en su escrito de contestación no desconoció la misma y 
manifestó que se encuentra negada, por pago extemporáneo.  
 
Delanteramente es de aclarar que si bien la EPS, aduce haber existido algún retardo 
en el pago de los aportes, lo cierto es que no demostró que haya realizado las 
actuaciones que con ocasión al retraso son correspondientes, esto es, que efectúe 
la solicitud de pago a través de los mecanismos de cobro coactivo que estableció la 
misma Ley 100 de 1993, o que haya rechazado los pagos efectuados fuera del 
término establecido17. De conformidad con lo expuesto, la Corte ha determinado 

que, en los casos en que las E.P.S. no consumen las actuaciones que con ocasión a 
la mora debían realizar, resulta necesario concluir que éstas se allanaron y aceptaron 
el incumplimiento del afiliado y, en ese orden de ideas, no pueden entonces 
excusarse en la falta de pago oportuno para negarse a pagar el valor de las 
incapacidades médicas18. Lo anterior, pues se ha considerado que, de aceptarse que 

las E.P.S. pueden favorecerse de su propia negligencia y beneficiarse de los pagos 
que los afiliados lleguen a realizar de manera extemporánea y que no fueron 
objetados por ese motivo, desconocería los principios de buena fe y confianza 
legítima y terminaría siendo desproporcionado para los afiliados, quienes fungen 
como la parte más débil del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Esto, 
sobre todo porque se estaría impidiendo que dichas cotizaciones puedan ser 
contabilizadas para los efectos que justificaron su cancelación, esto es, cubrir de las 
contingencias en las que se puedan ver inmersos los afiliados. 
 
Se avista entonces, una afectación del derecho al mínimo vital de la señora VILLA 
RAMÍREZ, de la cual se hace necesario adoptar medidas urgentes para remediar 
esta situación, pues, la intervención en ese entorno económico precario no admite 
ser postergado porque afecta directamente las condiciones mínimas que se 
requieren para vivir en condiciones de dignidad. Así las cosas, se tiene por sentado 
que la E.P.S. COOSALUD, desconoció la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
así como la normatividad sobre la materia, al dilatar de forma injustificada el pago 
de incapacidades comprendidas al ciudadano accionante.  
 
Concluyendo de esta manera que existe una vulneración al mínimo vital de la 
progenitora de la acción, que permite excepcionalmente la procedencia de la acción 
de tutela, atendiendo a las circunstancias especiales, pues en el escrito de tutela y 
en memorial posterior, la accionante, afirmó que dicho reconocimiento económico 
remplaza la remuneración mínima vital y la de su núcleo familiar. Aseveración que 
no fue desvirtuada por la entidad accionante y por ende amerita plena credibilidad, 
y al paso hace la intervención del juez constitucional urgente a fin de ordenar a la 
E.P.S. COOSALUD, efectúe el pago de la incapacidad que adeuda a la actora sin 
exigir ningún tipo de trámite administrativo adicional, con el propósito de restablecer 
el derecho fundamental al mínimo vital y la vida en condiciones dignas.  
 
Bajo esa línea, la Corte mediante sentencia T-490 de 2015 fijó unas reglas en la 
materia, señalando que: “i) el pago de las incapacidades sustituye el salario del trabajador, durante el tiempo que 

                                           
17 En sentencia T-025 de 2017, esta Corporación se pronunció respecto de la situación jurídica de una persona a que, tras la práctica de un procedimiento 

quirúrgico, debió ser incapacitada por un periodo prolongado de tiempo y respecto de quien, la E.P.S. en la que se encontraba afiliado, se negó a efectuar el 
reconocimiento y pago de dichas incapacidades, pues consideró que el requisito de pago oportuno se había visto incumplido. En este caso la Corte consideró 
que la E.P.S. accionada, al omitir requerir el pago oportuno y aceptar la cancelación extemporánea que hizo el actor, se allanó a su incumplimiento y a la 
mora en que incurrió; motivo por el cual no puede pretender ahora abstenerse del pago de las incapacidades médicas que le son solicitadas. 
18 T- 529/17 
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por razones médicas está impedido para desempeñar sus labores, cuando las incapacidades laborales son presumiblemente 
la única fuente de ingreso con que cuenta el trabajador para garantizarse su mínimo vital y el de su núcleo familiar; ii) el pago 
de las incapacidades médicas constituye también una garantía del derecho a la salud del trabajador, pues coadyuva a que se 
recupere satisfactoriamente, sin tener que preocuparse por la reincorporación anticipada a sus actividades laborales, con el 
fin de obtener recursos para su sostenimiento y el de su familia; y iii) Además, los principios de dignidad humana e igualdad 
exigen que se brinde un tratamiento especial al trabajador, quien debido a su enfermedad se encuentra en estado de debilidad 

manifiesta.” En consecuencia, durante los periodos en los cuales un trabajador no se 
encuentra en condiciones de salud adecuadas para realizar las labores que le 
permitan devengar el pago de su salario, el reconocimiento de incapacidades 
constituye como una garantía de sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la 
salud y a la vida digna. De allí, que la Corte reconozca que sin dicha prestación, se 
presume la vulneración de los derechos en mención19. 
 

Por último, como quiera que, se encuentra acreditado que la obligación de efectuar 
el pago de la citada incapacidad le corresponde a la E.P.S. COOSALUD, se ordenará 
la desvinculación las entidades MINISTERIO DE TRABAJO; HOSPITAL SAN JUAN DE 
DIOS e IDEAL CONSTRUCCIONES INGENIERIA.  
 
 

IV.  Decisión: 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE 
PALMIRA -VALLE DEL CAUCA, administrando justicia en nombre de la República 
y por autoridad de la Ley, 
 

Resuelve 
 
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al mínimo vital y vida digna 
dentro de la presente acción de tutela formulada por DIANA FAISURY VILLA 
RAMÍREZ, identificada con cedula de ciudadanía número 38.553.384, contra la E.P.S. 
COOSALUD, de conformidad con lo vertido en la parte motiva de esta sentencia. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a la E.P.S. COOSALUD, que, en el término improrrogable 
de TRES (3) días hábiles, siguientes a la notificación de este fallo, cancele a la señora 
DIANA FAISURY VILLA RAMÍREZ, identificada con cédula de ciudadanía número 
38.553.384, el subsidio de incapacidad del periodo: 17/09/2022 a 15/10/2022, por 
30 días. 
   
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito, 
conforme a lo previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1.991. 
 
CUARTO: Este fallo de tutela podrá ser impugnado sin perjuicio de su cumplimiento 
inmediato como lo estipula el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. En caso de ser 
impugnado, se enviará de manera inmediata al Juez Civil del Circuito –Reparto- de 
esta ciudad. De no ser impugnada la decisión, REMÍTANSE estas diligencias 
oportunamente a la Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN conforme a 
lo previsto en el art. 32 ibídem. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
ERIKA YOMAR MEDINA MERA 

JUEZA 
 

                                           
19 Corte Constitucional, sentencia T- 200 de 2017 (M.P (e) José Antonio Cepeda Amarís). 
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